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I ASUNTO 

 

Se procede a decidir la oposición a la diligencia de entrega del inmueble ubicado en 

la calle 71 # 36-23 de Medellín propuesta ante el Juzgado Treinta Civil Municipal 

para el Conocimiento Exclusivo de Despachos Comisorios encomendado mediante 

  



despacho comisorio 05 del Juzgado 17 Civil de Circuito de Medellín de Oralidad, 

dentro del proceso ordinario reivindicatorio instaurado por María Nelly Esther Lía, 

María Lidia y Olga De Jesús Zapata Valdés, y José Joaquín Valdés Sánchez  en 

contra de María Judith Taborda, radicado bajo el número 0500131 03 017 2006 

00344 01, oposición promovida por la misma demandada MARÍA JUDITH 

TABORDA Y JOHN ALBEY CORRALES TABORDA.   

 

II. ANTECEDENTES 

 

1. El 2 de julio de 2021, el Juzgado Treinta Civil Municipal para el Conocimiento 

Exclusivo de Despachos Comisorios encomendado mediante despacho comisorio 

05 del Juzgado 17 Civil de Circuito de Medellín de Oralidad, procedió a cumplir con 

lo encomendado e iniciado el diligenciamiento, hizo presencia en el lugar de su 

práctica John Albey Corrales Taborda, ciudadano que manifestó oponerse a la 

diligencia confiriendo en tal sentido poder al Dr. Iván Darío Estrada Chica, 

profesional a quien también en ese mismo acto se otorgó poder la demandada María 

Judith Taborda con el mismo propósito.  

El apoderado de los opositores citando como fundamento normativo lo dispuesto en 

el artículo 309 del CGP presentó oposición formal considerando: 

 La parte demandada adoleció de una verdadera defensa técnica en el 

proceso ordinario instaurado en su contra. 

 

 Existe en curso ante un juez constitucional acción de tutela donde se solicita 

el reconocimiento de los derechos fundamentales al debido proceso 

protección del estado a personas de mayor grado de vulnerabilidad como son 

los casos de sus poderdantes por su edad la primera y su estado de 

discapacidad permanente total del segundo. 

 

 



 Corrales Taborda es poseedor legal desde hace más de 40 años del bien 

inmueble inmerso en la Litis para lo cual acompaña prueba sumaria. 

 

  Se presentó un proceso de pertenencia y denuncias penales y disciplinarias 

de las cuales se avocó conocimiento. 

 

2. Una vez practicadas las pruebas, el Juzgado rechazó de plano la oposición de 

conformidad con el numeral 1 del art 309 del CGP, aludiendo a que es deber del 

juez rechazar de plano la oposición a la entrega formulada por persona contra quien 

produzca efectos la sentencia, o por quien sea tenedor a nombre de aquella. Ello al 

considerar que en la sentencia proferida en el proceso ordinario reivindicatorio que 

culminó con la orden de entrega del inmueble antes relacionado, también lo cobija 

como tenedor del inmueble ya que lo habita con su señora madre María Judith 

Taborda desde hace más de 40 años, y siendo esta demandada en el proceso, 

como consecuencia de lo anterior ordenó continuar con la entrega del inmueble. 

3. En la audiencia, el apoderado de los opositores presentó recurso de reposición y 

subsidio de apelación contra dicha decisión, manifestando que no se le podía 

desconocer a sus poderdantes la calidad de poseedores del bien objeto de 

secuestro, y haciendo denotar la existencia de procesos de carácter administrativo, 

penal y civil que originan prejudicialidad, aunado a la existencia de una acción de 

tutela, solicitud de vigilancia en la procuraduría y prejudicialidad penal.   

 

4.El recurso de reposición fue negado, con similares argumentos a los indicados al 

rechazar la oposición. En consecuencia, concedió el recurso de apelación en el 

efecto devolutivo.  

 

5. La apelación, luego de haberse escuchado la proposición de las inconformidades, 

se circunscribe básicamente en sustentar que: 



 

1. La parte demanda adoleció de una verdadera defensa técnica en el proceso 

contra ella instaurado, al considerar que en la sentencia proferida por la SALA 

SEGUNDA del TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN- no se presentó en su 

momento adecuación a la contestación de la demanda, tal como era 

solicitada en el auto de 23 de noviembre de 2006 y al parecer no se contó a  

partir de allí con acompañamiento alguno de profesional del derecho que 

pudiese velar por los derechos de la demandada, quien además manifestó 

verbalmente al apoderado de los opositores  que tuvo conocimiento del 

fallecimiento del apoderado 

 

2. La falta de recursos para la defensa de la demandada como para su 

subsistencia y la poca formación educativa de esta le dejo en estado de 

vulnerabilidad frente a los demandantes. 

 

 Al efecto relata que el 27 de julio de 2006 la Inspección de Permanencia El 

Bosque Tercer Turno de Medellín actuando en comisión del Juzgado Catorce 

Civil del circuito en diligencia de entrega en la misma dirección, a pesar de la 

oposición que como poseedor hizo John Albey Corrales Taborda se decidió 

negar la oposición. Y no entiende el accionar de la parte demandante por qué 

acciona nuevamente si se había dicho que manifestaba recibir de la autoridad 

en la respectiva acta. 

 

Alega además el apoderado que no vio el aviso de notificación de entrega 

del bien inmueble. 

 

3. Cursa una acción de tutela y una acción penal donde se solicita el 

reconocimiento de los derechos fundamentales de la demandada al debido 

proceso y a la protección de las personas con mayor vulnerabilidad. 

 



4. La oposición de John Albey Corrales Taborda es de pleno derecho y debe 

ser considerada en la medida. Sostiene literalmente el cuestionamiento que. 

“ .. en a pesar de que el fallo proferido por EL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

MEDELLIN, estableció revocar la decisión del juez de primera instancia en 

contra de la señora  TABORDA, consideró un litisconsorcio facultativo, que 

permite en todo caso oponerse de manera legal y valedera a quien no ha 

sido parte en del proceso y acredite tener la calidad de poseedor “pudiendo 

hacer valer sus derechos, a través de los mecanismo procesales dispuestos 

para tal efecto, y debiendo la parte actora, de ser el caso iniciar acción 

reivindicatoria frente a dicho poseedor, de pretender la restitución del bien 

por parte de esta” (SENTENCIA TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN PAG 

17)”.  

 

5. Indica que la diligencia de lanzamiento del 2 de julio de 2021, supuestamente 

(sic) se fundó en un oficio emitido por el Juzgado Catorce Civil Del Circuito 

de Medellín con inconsistencias en radicados de procesos. 

 

6. Alude que sus poderdantes dadas sus condiciones físicas por edad de la 

señora TABORDA y discapacidad del señor CORRALES fueron violentados 

en su dignidad por el apoderado de los demandantes y por el juzgado 

comisionado. 

Se debe indicar que, conforme al artículo 322 del CGP el recurso de apelación se 

puede interponer cuando sea sujeto de este, contra cualquier providencia que se 

emita en el curso de una audiencia o diligencia, el cual debe interponerse en forma 

verbal inmediatamente después de pronunciada. 

 

Para la sustentación del recurso será suficiente que el recurrente exprese las 

razones de su inconformidad con la providencia apelada. 

Así entonces el problema jurídico a resolver se enfocará sobre dichos reparos. 

 



El no recurrente expreso su posición refiriéndose a la conducta procesal asumida 

por los incidentistas. Alude que el inmueble se compone de dos pisos 

completamente determinados individualizados y separados. 

Refiere que, en el año 2003, la señora Taborda habitaba en calidad de comodataria 

el segundo piso, por lo que en su contra Héctor Zapata Pérez inicio proceso de 

restitución de inmueble. Para esa época el primer piso se encontraba arrendado a 

María Angélica Bastidas. 

Aduce que sus poderdantes son los verdaderos titulares del inmueble primero y 

segundo piso, y que obtuvieron la restitución del segundo piso a través de un 

proceso judicial. Y que cuando la señora María Angélica Bastidas arrendataria del 

primer piso desocupó, la señora Taborda ocupó de manera clandestina el inmueble, 

por lo que iniciado el proceso reivindicatorio se obtuvo decisión favorable a este. En 

la mencionada diligencia se opusieron la Señora Taborda y su hijo John Albey 

Corrales Taborda. 

Sostiene que no existe elemento de juicio alguno que dé cuenta que el señor 

Corrales Taborda, hijo de la demandada estuviese ejerciendo posesión sobre el 

inmueble, de hecho, el estado del primer piso es lamentable pues se destina a 

guardar carros de comidas rápida. 

Destaca los interrogatorios rendidos en el proceso por la demandada y el testimonio 

del hijo incidentista, que en ningún momento se aludió a su posición de poseedor 

del inmueble y considera que el opositor no cuenta con derecho alguno. 

 

III PROBLEMA JURIDICO 

 

El problema jurídico consiste en determinar si los opositores tienen derecho a 

conservar la posición alegada, previo cumplimiento con la carga de la prueba, al 

momento de la diligencia de entrega como lo impone el Art. 167 del CGP. 

 



IV C O N S I D E R A C I O N E S 

 

1. Indica el Art. 309 del CGP acerca de las oposiciones al cumplimiento de 

decisiones de entrega de bienes que: 

“Las oposiciones a la entrega se someterán a las siguientes reglas:  

 

1. El juez rechazará de plano la oposición a la entrega formulada por persona 

contra quien produzca efectos la sentencia, o por quien sea tenedor a nombre 

de aquella.  

 

2. Podrá oponerse la persona en cuyo poder se encuentra el bien y contra quien 

la sentencia no produzca efectos, si en cualquier forma alega hechos 

constitutivos de posesión y presenta prueba siquiera sumaria que los 

demuestre. El opositor y el interesado en la entrega podrán solicitar testimonios 

de personas que concurran a la diligencia, relacionados con la posesión. El juez 

agregará al expediente los documentos que se aduzcan, siempre que se 

relacionen con la posesión, y practicará el interrogatorio del opositor, si 

estuviere presente, y las demás pruebas que estime necesarias.  

3. Lo dispuesto en el numeral anterior se aplicará cuando la oposición se 

formule por tenedor que derive sus derechos de un tercero que se encuentre en 

las circunstancias allí previstas, quien deberá aducir prueba siquiera sumaria 

de su tenencia y de la posesión del tercero. En este caso, el tenedor será 

interrogado bajo juramento sobre los hechos constitutivos de su tenencia, de la 

posesión alegada y los lugares de habitación y de trabajo del supuesto 

poseedor. 

 

4. Cuando la diligencia se efectúe en varios días, solo se atenderán las 

oposiciones que se formulen el día en que el juez identifique el sector del 

inmueble o los bienes muebles a que Se refieran las oposiciones. Al mismo 

tiempo se hará la identificación de las personas que ocupen el inmueble o el 

correspondiente sector, si fuere el caso. 

 

5. Si se admite la oposición y en el acto de la diligencia el interesado insiste 

expresamente en la entrega, el bien se dejará al opositor en calidad de 

secuestre. 

 

Si la oposición se admite solo respecto de alguno de los bienes o de parte de 

estos, se llevará a cabo la entrega de lo demás. 

 



6.Cuando la oposición sea formulada por un tenedor que derive sus derechos 

de un tercero poseedor, el juez le ordenará a aquel comunicarle a este para que 

comparezca a ratificar su actuación. Si no lo hace dentro de los cinco (5) días 

siguientes quedará sin efecto la oposición y se procederá a la entrega sin 

atender más oposiciones. 

 

 (…)  

 

8. Si se rechaza la oposición, la entrega se practicará sin atender ninguna 

otra oposición, haciendo uso de la fuerza pública si fuere necesario. 

Cuando la decisión sea favorable al opositor, se levantará el secuestro, 

a menos que dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria del 

auto que decida la oposición o del que ordene obedecer lo resuelto por 

el superior, el demandante presente prueba de haber promovido contra 

dicho tercero el proceso a que hubiere lugar, en cuyo caso el secuestro 

continuará vigente hasta la terminación de dicho proceso. Copia de la 

diligencia de secuestro se remitirá al juez de aquel.  

 

2. Del contexto de la norma la jurisprudencia y la doctrina ha indicado que para la 

admisibilidad de la oposición es necesario que:  

a) que el opositor sea tercero; 

 b) que alegue posesión material y 

 c) que aduzca por lo menos prueba sumaria de la calidad que invoca. 

 

Resulta también basilar indicar que la posesión se encuentra definida en el Art. 762 

del C. Civil como: “… la tenencia de una cosa determinada con ánimo señor o 

dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por mismo, o por otra 

persona que la tenga en lugar y a nombre de él … El poseedor es reputado dueño, 

mientras otra persona no justifique serlo.” 

 

La posesión conforme a la norma trascrita, no es otra cosa que un hecho que puede 

generar derechos, por las consecuencias jurídicas que se derivan de él. Sólo puede 



recaer sobre cosas susceptibles de apropiación y siempre y cuando se cumplan con 

los requisitos del corpus y el animus. El corpus es el poder físico o material que 

tiene una persona sobre una cosa, son los actos materiales de tenencia, uso y goce 

sobre la cosa; el animus es el elemento sicológico o intelectual de la posesión, es 

decir la intención de obrar como señor y dueño sin reconocer dominio ajeno. 

 

 

V. C A S O   C O N C R E T O 

 

 

1. En el caso sub judice,  el Juzgado Treinta Civil Municipal para el Conocimiento 

Exclusivo de Despachos Comisorios encomendado mediante despacho comisorio 

05 del Juzgado 17 Civil de Circuito de Medellín de Oralidad, dentro del proceso 

ordinario reivindicatorio instaurado por   María Nelly Esther Lia, María Lidia y Olga 

de Jesús Zapata Valdés, y José Joaquín Valdés Sánchez  en contra de María Judith 

Taborda, radicado bajo el número 050013103 017 2006 00344 01, dentro del 

diligenciamiento para la entrega del bien inmueble ubicado en la Calle 71 Nro 36- 

23, RECHAZÓ de plano la oposición presentada por r la misma demandada María 

Judith Taborda y su hijo John Albey Corrales Taborda .  

 

2. Del recurso de apelación el inconforme sustenta su disconformidad con el 

rechazo que se diera a su propuesta de oposición se tiene que el argumento se 

centra en varios puntos a saber que se pueden condensar así: 

 

2.1 La parte demanda adoleció de una verdadera defensa técnica en el proceso 

y esta no contaba con recursos económica para asumir su defensa. La 

diligencia de entrega de bienes es de raigambre judicial. En esta existe la posibilidad 

de que terceros a quienes no les fuere oponible la decisión puedan oponerse a su 

práctica, pero de ninguna manera es el inicio de un nuevo espacio para revivir 



actuaciones ya precluidas, más en este caso que se trata de una sentencia de 

segunda instancia debidamente ejecutoriada. 

El juez comisionado con tino, y fundamento en lo preceptuado en el numeral 1º del 

artículo 309 del Código General del Proceso, rechazó de plano la oposición 

formulada por la persona contra quien produzca efectos la sentencia en este caso 

María Judith Taborda o por quien sea tenedor a nombre de aquella  en este caso  

JOHN ALBEY CORRALES TABORDA, este último que supo de la existencia del 

proceso, incluso compareció a la acción reivindicatoria como testigo y jamás fustigó 

en su favor la situación de considerarse poseedor del bien objeto de reivindicación. 

Alega además el apoderado que no vio el aviso de notificación de entrega del bien 

inmueble, lo que resulta intrascendente ante la misma diligencia de los interesados 

en la diligencia de entrega.  

2.2. Existencia de una acción constitucional y denuncia penal. Alude el 

apoderado de los incidentista que según su visión la existencia de una acción de 

tutela y una acción penal donde se solicita el reconocimiento de los derechos 

fundamentales de la demandada al debido proceso y a la protección de las personas 

con mayor vulnerabilidad. De entrada, tal argumentación no puede ser prohijada por 

la sala pues tal situación en manera alguna afecta el trámite de la entrega y se trata 

de convertirse nuevamente el diligenciamiento en una discusión que debió alegarse 

al interior de la acción ordinaria reivindicatoria primigenia, lo que hace que la 

disconformidad se despache de manera desfavorable. 

 

2.3. La oposición de John Albey Corrales Taborda es de pleno derecho. Intenta 

el recurrente desconocer la sentencia ya ejecutoriada proferida por el tribunal con 

el argumento que el señor Corrales no fue parte dentro del proceso. Situación que 

ya fue abordado por la sala, en el sentido que al conocedor del proceso que guardó 

silencio le es oponible la sentencia que ordenó la reivindicación del inmueble en 

disfavor de su madre. 

 



2.4. Error en radicado de proceso. Sostiene como fundamento de la posesión 

alegada el hecho en que según su sentir en que para la diligencia de lanzamiento 

(sic) del 2 de julio de existían inconsistencias en radicados de procesos. Lo anterior 

no es más que una formalidad intrascendente al objeto del diligenciamiento por lo 

que no puede prosperar la oposición fundada en tales términos 

 

2.5. Discapacidad cronológica y física de los incidentistas. Sostiene que es 

causal de posición a la entrega las condiciones físicas derivadas de la edad de la 

señora Taborda y las discapacidades físicas del señor Corrales y sin parar mientes 

en sus aseveraciones considera que sus clientes fueron violentados en su dignidad 

por el apoderado de los demandantes y por el juzgado comisionado, lo que es ajeno 

totalmente al diligenciamiento y que incluso si fueran ciertas tales conjeturas, no 

impiden el éxito de la diligencia ni el consecuente rechazo como lo realizó el 

comisionado. 

 

Por las razones esbozadas no puede tener éxito la pretensión impugnaticia del 

incidentista, debiéndose dejar incólume la decisión que decidió el rechazo del 

incidente opuesto. No se impondrá condena en costas, por no haberse causado. 

 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala de Unitaria de Decisión Civil,  

 

R E S U E L V E:  

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 2 de julio de 2021 proferido por el Juzgado 

Treinta Civil Municipal para el Conocimiento Exclusivo de Despachos Comisorios 

encomendado mediante despacho comisorio 05 del Juzgado 17 Civil de Circuito de 



Medellín de Oralidad, dentro del proceso ordinario reivindicatorio instaurado por   

María Nelly Esther Lia, María Lidia Y Olga De Jesús Zapata Valdés y José Joaquín 

Valdés Sánchez  en contra de María Judith Taborda,  por medio del cual se decidió 

la oposición a la diligencia de entrega del inmueble ubicado en la calle 71 # 36-23 

de Medellín oposición promovida por la misma demandada MARÍA JUDITH 

TABORDA y JOHN ALBEY CORRALES TABORDA.  

 

SEGUNDO: Sin condena en costas, dada su no causación.   

 

TERCERO: En firme la presente, devuélvase el expediente digital al Juzgado de 

origen. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MAGISTRADO 

 

 


